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León, Guanajuato, a veinticuatro de junio del año dos mil ocho. . . . . . . . 

V I S T O S  para resolver, los autos del recurso de inconformidad identificado con el número 032/2007-RI, promovido por el ciudadano José Guadalupe Silva Luna; y de su acumulado, el recurso de inconformidad número 034/2007-RI, promovido por el ciudadano Juan Antonio Méndez Rodríguez; y , . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Los recursos de inconformidad fueron interpuestos oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación de la resolución impugnada a los recurrentes, toda vez que se desprende de las constancias que integran la presente causa administrativa, que fue el veinticinco de enero del año dos mil siete, sin que la autoridad demandada hubiere controvertido tal hecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha treinta y uno de octubre del año dos mil seis, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 305/05-P; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia simple de la citada resolución, aportada por los recurrentes, así como por el reconocimiento que la autoridad demandada hace de la misma al contestar los recursos; por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 98, 205, 207 y 212 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente, en cuestión de valoración de las pruebas, a la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por así disponerlo respectivamente los artículos 209 y 41 último párrafo de dichos ordenamientos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por cuestión de orden publico y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . 

En la especie, en la presente causa administrativa la autoridad demandada no hizo valer causal de improcedencia alguna y de oficio este Juzgador advierte que no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los dispositivos legales invocados en el párrafo que antecede. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.-  No existiendo impedimento legal para el estudio de fondo de la presente causa administrativa,  se procede a analizar los agravios esgrimidos por los recurrentes en sus escritos de interposición del recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
Como preámbulo es necesario establecer que de las documentales aportadas por los recurrentes se desprende que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, con fecha treinta y uno de octubre del dos mil seis, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 305/05-P, instruido en contra de los ahora impetrantes del recurso, dictó resolución a través de la cual se les impuso la sanción de destitución del cargo que desempeñaban en la Dirección General de Policía Municipal, al considerar ese Órgano Colegiado, que su conducta actualizó las hipótesis de falta grave previstas en las fracciones  XII, XV, XXVII y XL, del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que establecen, respectivamente:  "Participar en actos en los que se denigre a la corporación o a las instituciones públicas, dentro o fuera del servicio, a juicio del Consejo; "Exigir o aceptar indebidamente cualquier contraprestación o servicio para cumplir o dejar de cumplir con sus funciones o para cometer un acto ilícito"; "Abandonar el servicio, comisión, capacitación, o zona asignada sin causa justificada"; y," Cualquier otra conducta contraria a los principios de actuación que legalmente están obligados a observar los integrantes de los cuerpos de seguridad pública municipal  y que atenten seriamente contra la honorabilidad y reputación de estos, a juicio del Consejo.". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A efecto de determinar acerca de la actualización de las faltas graves  mencionadas, la autoridad demandada, en el Considerando Sexto de la resolución impugnada, señaló: “SEXTO.- A la luz de los medios de prueba descritos en el considerando... se llegó a la convicción de que los elementos de policía municipal Aurelio González Hernández, Juan Antonio Méndez Rodríguez y José Guadalupe Silva Luna, el día 05 cinco de junio del año 2005, dos mil cinco. al encontrarse en servicio como tripulantes de la unidad número 89 y asignados a las zonas I y II de la Delegación rural... los mismos abandonaron injustificadamente su área de trabajo ya que se constituyeron en el puesto de discos y películas propiedad del C. Rafael Vargas Jaramillo , que estaba instalado en las calles de Constelaciones y Alberto Echeverri de la colonia Villas de San Juan de esta ciudad... se entrevistaron con el C. Rafael Vargas Jaramillo... a quien amedrentaron con el fin de obtener un lucro, ya que le manifestaron que ya lo tenía identificado un asesor federal y que su mercancía le sería decomisada... a lo que dichos elementos le solicitaron la cantidad de $ 3,000.00 (tres mil pesos 00/100 M.N.), acordando en que pasarían...." . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo anterior, es de concluir que la autoridad demandada estimó que se actualizaron las hipótesis de faltas graves, en primer lugar por haber exigido al propietario del puesto de discos y películas una cantidad de dinero para dejar de cumplir con su deber, lo que también denigra a dicha corporación y por abandonar injustificadamente su área o zona asignada, conductas que van en contra de los principios de actuación de la corporación de policía a la que pertenecían. . . . . . . . . . . 

Establecido lo anterior, se procede a analizar todos y cada uno de los agravios que se hicieron valer. Así, en el primero, refieren los recurrentes en lo esencial en sus escritos iniciales de inconformidad que de las pruebas valoradas en la resolución impugnada se desprende que no existen elementos suficientes para acreditar su responsabilidad en los hechos aducidos; además de que el parte informativo que elaboró el elemento Martín Martínez Pereira, fue valorado incorrectamente, pues se dio valor probatorio pleno; que sí le llamaron la atención a la vendedora de películas, que los testigos de cargo no cumplen con lo dispuesto en el artículo 220 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, porque no coinciden en lo esencial del acto; asimismo aducen que la denuncia debe estar corroborada con otros medios de prueba y por último señala que es una acusación aislada y que ofrecieron un documento notariado donde los denunciantes “desconocen” toda acusación. . . . . 

Por lo que respecta a que de las pruebas valoradas en la resolución impugnada se desprende que no existen elementos suficientes para acreditar su responsabilidad en los hechos aducidos, es infundado el agravio señalado, en virtud de que de la pruebas contenidas en el expediente administrativo disciplinario número 305/05 –P, sí se desprenden elementos para considerar que los elementos Juan Antonio Méndez Rodríguez y José Guadalupe Silva Luna, son responsables de las faltas graves por las que fueron sancionados con destitución por el Consejo, pues respecto del parte informativo elaborado por el elemento de policía Martín Martínez Pereira y su declaración rendida ante el Secretario Técnico del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, el trece de julio del año dos mil cinco, en la que ratificó lo contenido en el parte, se concluye que éste declaró haber visto a los policías José Guadalupe Silva Luna y Juan Antonio Méndez Rodríguez, como los policías que habían exigido una contraprestación y que frente al mismo fueron reconocidos por los afectados en el propio lugar de los hechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el segundo aspecto del agravio analizado, el recurrente refiere que el parte informativo que elaboró el elemento Martín Martínez Pereira, fue valorado incorrectamente, pues se le dio valor probatorio pleno, así como que los testigos de cargo no cumplen con lo dispuesto en el artículo 220 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, porque no coinciden en lo esencial del acto. . .

Resulta ineficaz por insuficiente tal agravio, en primer lugar, porque no se hace ningún razonamiento por el que considere que se encuentra mal valorado el parte informativo que menciona, ni porqué la autoridad demandada viola en su perjuicio el contenido del artículo 220 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato; y, en segundo lugar, sólo se hace mención respecto a las pruebas que refiere, a alusiones más o menos generales, sin exponer argumentos lógico jurídicos por los cuales estima que fueron incorrectamente valoradas dichas pruebas; que valor debió dárseles; y, que se probaría con ellas en su beneficio, ya que sólo en esas condiciones podría analizarse si las mismas tienen trascendencia en el fallo reclamado; pero al no hacer tales razonamientos, este Juzgador se ve imposibilitado para realizar oficiosamente un examen total y minucioso de las pruebas, para revalorarlas en todos sus puntos y aspectos, lo que sería una suplencia indebida, en un recurso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Además de que tanto los testimonios  de los elementos de policía Pedro Nava Galindo y Martín Martínez Pereira, son coincidentes, así como los de los ciudadanos Rafael Vargas Jaramillo, Salvador Vargas Jaramillo, María Angélica Hernández Alba y Guadalupe López Leyva, acerca de los hechos que se percataron directamente en relación a las conductas desplegadas por los ahora recurrentes, por lo que el agravio hecho valer resulta insuficiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Respecto de que la denuncia debe estar corroborada con otros medios de prueba, debe decirse que tal agravio es infundado, pues es evidente que no fueron solamente las declaraciones de los ciudadanos Rafael Vargas Jaramillo, Salvador Vargas Jaramillo y María Angélica Hernández Alba, los únicos medios de prueba que se tomaron en cuenta dentro del procedimiento administrativo disciplinario llevado a cabo por el Secretario Técnico del Consejo de Honor y Justicia para determinar la responsabilidad de los elementos sujetos a procedimiento, sino la serie de probanzas contenidas en el expediente administrativo número 305/05-P y valoradas en los términos de los Considerandos Cuarto y Quinto de la resolución impugnada. . . . . . . 

Por último, en cuanto a que los recurrentes señalan que la denuncia es una acusación aislada y que ofrecieron un documento notariado donde los denunciantes “desconocen” toda acusación, se señala lo siguiente:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es inoperante tal planteamiento, en virtud de que el inicio de las investigaciones por parte del Secretario Técnico del Consejo, no derivó de la denuncia formulada por los afectados, sino de un oficio emitido por el vocal del propio Consejo de Honor y Justicia Comandante Juan Pedro González Pérez, por lo que no se trata de una acusación aislada, entendida esta como una acusación sin sustento, ya que el Consejo realizando las investigaciones respectivas a través de su Secretario Técnico, determinó derivado de las probanzas que se allegó, la responsabilidad del ahora recurrente; ahora bien, si a su juicio tales probanzas eran insuficientes, en los agravios en su escrito inicial debió haber hecho valer tal premisa y demostrarla ante este Juzgador. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto al documento notariado que se ofreció, el mismo resulta ineficaz para el efecto pretendido, pues la investigación realizada por el Secretario Técnico del Consejo de Honor y Justicia, es independiente y ajena a la voluntad de los quejosos, ya que éstos, si bien denunciaron hechos, tal y como lo establece la autoridad demandada; no son parte dentro del procedimiento; en todo caso, serían testigos de la comisión de faltas graves, de ahí que el intento de desistimiento o de retractación no puede surtir efecto en la manera pretendida por los recurrentes, porque el tramite del procedimiento administrativo disciplinario no se inicia únicamente por denuncia de parte afectada, sino que puede iniciarse y seguirse de oficio, o mediante denuncia de cualquier persona que tenga conocimiento de la comisión de faltas administrativas de parte de elementos de los Cuerpos de Seguridad, pues la realización de dicho procedimiento es de interés general de la sociedad por ser relativa a los servidores públicos encargados de la seguridad en el Municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el segundo agravio se aduce que les causa agravio que se les haya dado validez al dicho de los quejosos y los supuestos testigos, pues los recurrentes comprobaron que los denunciantes se equivocaron y se confundieron al señalarlos como los policías que les ocasionaron la molestia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resulta infundado el agravio propuesto, porque el documento notariado de fecha treinta de septiembre del año dos mil cinco, no hace ninguna referencia a alguna declaración formulada en un procedimiento administrativo disciplinario incoado por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, a través de su Secretario Técnico; ni se hace referencia a ningún número de expediente; por lo que no se advierte que tales declaraciones destruyan lo actuado en el procedimiento administrativo disciplinario que derivó en una sanción a los recurrentes; además de que en todo caso, si algunos de los testigos deseaban retractarse en sus declaraciones rendidas, debieron haber acudido ante el Secretario Técnico del Consejo en cuestión y expresarlo de esta manera; sin que se advierta que así se haya hecho; porque en dicho escrito, si bien es cierto se presentó ratificado ante Notario Público, los ciudadanos Rafael Vargas Jaramillo y Salvador Vargas Jaramillo, no refieren lo dicho por los recurrentes en el sentido de que se "equivocaron" y "se confundieron", sino que lo que en dicho escrito exponen es que no tienen ningún problema con los elementos Juan Antonio Méndez Rodríguez y José Guadalupe Silva Luna, ni con ningún otro oficial, por lo que no se redactó tal escrito en los términos que afirman los impetrantes del recurso, por lo que el hecho de no tener ningún problema con las personas que mencionan, no demerita su testimonio rendido ante el Secretario Técnico del Consejo, ni puede derivarse del mismo, el que no exista responsabilidad de los recurrentes;  pues la manifestación de tales personas no constituyeron las únicas pruebas existentes dentro del procedimiento instaurado, sino que existen otras declaraciones de testigos, como la ciudadana María Angélica Hernández Alba y del elemento Guadalupe López Leiva, que son coincidentes entre sí como con las vertidas por los hermanos Rafael y Salvador Vargas Jaramillo, además de las declaraciones testimoniales de los elementos Martín Martínez Miranda y Pedro Nava Miranda,  las cuales resultan congruentes con el resto del material probatorio existente dentro del procedimiento en cuestión, lo que lleva a concluir que el agravio es infundado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


En el tercer agravio, aducen los recurrentes que la resolución impugnada en su considerando quinto, inciso A), carece de fundamentación y motivación, ya que no obstante de reconocerle pleno valor probatorio al escrito aportado por estos, firmado por los denunciantes Rafael Vargas Jaramillo y Salvador Vargas Jaramillo, la autoridad demandada señaló que era ineficaz y que ello le agravia. . . . . . . . . . . . . . . . .

Para este juzgador resulta infundado el agravio en comento, debido a que no se carece de fundamentación y motivación al valorar la documental señalada; pues tal y como se desprende del texto transcrito, los fundamentos se plasmaron en dicho inciso y en cuanto a la motivación, la autoridad demandada razonó en el sentido de que el escrito presentado por el recurrente comprobó que ante Notario Público los ciudadanos Rafael Vargas Jaramillo y Salvador Vargas Jaramillo, realizaron manifestaciones, dando fe de ello, pero no formó convicción acerca de la veracidad de lo manifestado por los ciudadanos en comento, además de que consideró que por medio de las declaraciones rendidas ante el Secretario del Consejo de Honor y Justicia por parte de los citados ciudadanos, se tuvo conocimiento de los hechos ocurridos, finalizando su argumentación precisando que los ciudadanos antes nombrados, como denunciantes, no tenían la calidad de parte, por lo que sí se encuentra fundada y motivada su determinación; no debiendo olvidar que si en el citado documento público se contienen declaraciones de verdad o manifestación de hechos de los particulares mencionados, tal documental solo prueba que ante dicho Notario se hicieron valer las declaraciones o manifestaciones, pero no son prueba de la verdad de lo declarado o manifestado ante él. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por último, en el agravio en comento se afirma que mientras las pruebas no sean articuladas no puede afirmarse la comprobación de la responsabilidad de los recurrentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Resulta ineficaz por insuficiente dicho planteamiento, ya que no establece cuales, ni en que forma debió la autoridad demandada articular las pruebas, así como tampoco la forma en que trascenderían éstas al fallo en su beneficio, pues solamente de esa manera podría analizarse si la omisión de "articulación" causó perjuicios a los recurrentes, y por ende, determinar si es ilegal, por lo que en el caso, el planteamiento resulta insuficiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Es por todo lo antes expresado, que es de concluirse que toda vez que los agravios enderezados en contra de la resolución combatida y emitida en el procedimiento administrativo disciplinario número 305/05-P, son ineficaces para producir la nulidad de dicha resolución, por ser infundados, inoperantes e insuficientes, resulta que lo procedente en la presente causa administrativa es reconocer la validez de la resolución impugnada, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 213 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 48 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 209 y 213 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato,  y, 47 y  48, fracción I, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el recurso de inconformidad interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce la VALIDEZ de la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 305/05-P, de fecha treinta y uno de octubre del año dos mil seis, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a los recurrentes personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . .
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

